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ACTA No. 0108 del 02 de Septiembre de 2009

Dentro del término estipulado en los artículos 86 de la Constitución Nacional y 29 del Decreto 2591 de 1991, se resuelve en primera instancia la Acción de Tutela impetrada por Jesús Antonio Colorado Calvo contra el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría que pretende la protección de los derechos fundamentales al debido proceso, a la defensa y contradicción.

El proyecto, una vez revisado y discutido, fue aprobado por el resto de integrantes de la Sala y corresponde a lo siguiente,

I. LA DEMANDA

1. Pretensiones:

Pretende el accionante a través de éste medio de protección constitucional que en virtud de la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso, a la defensa y la contradicción, se declare la nulidad de las decisiones tomadas en la diligencia de entrega, acaecida el 13 de agosto de 2009 proceso tramitado ente el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría. 

II. IDENTIFICACIÓN DEL ACCIONANTE

Se trata del señor Jesús Antonio Colorado Calvo, identificado con la cédula de ciudadanía N° 1.263.904 expedida en Belén de Umbría.

III. AUTORIDADES ACCIONADAS

Se trata del Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría, en cabeza de doctor Diego Fernando López Valencia.

IV. DE LOS DERECHOS QUE SE INVOCAN COMO VULNERADOS

Se invoca la tutela de los derechos fundamentales al debido proceso, de defensa y de contradicción.

V. ANTECEDENTES

1. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

Manifiesta el accionante que dentro del proceso de sucesión de los causantes Jesús María Colorado Bernal y Ubaldina Calvo de Colorado, el Juez Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría en diligencia del día 6 de mayo de 2009 ordenó la entrega de los bienes adjudicados a la señora Bertha Marina Colorado, a quien se reconoció la calidad de heredera.
Que se opuso a la entrega del predio la “Marqueza”, por una posesión de carácter común iniciada en vida del causante Jesús María Colorado, de la cual existe prueba sumaria constituida en testimonio extraproceso, que al momento de la oposición a la diligencia de entrega, se ordenó escuchar los testimonios de César Augusto Cano Arenas, Gabriel Pulgarín Sánchez, Nelson Pulgarín Pulgarín Y Gloria Osorio Osorio y que la audiencia fue suspendida a petición de las partes. 

Que el despacho fijó el 13 de agosto de 2009, como fecha para continuar la diligencia, en la cual se pronunciaría sobre los testimonios extraproceso solicitados.
En la fecha dispuesta por el despacho para reanudar la diligencia de entrega del inmueble, el Juez dejó sin efectos el auto mediante el cual ordenó la prueba testimonial, sin sustentar su decisión, sin notificarla ni correr traslado de estay sin dar la posibilidad de interponer recursos contra ella.
Que la entrega de los bienes fue solicitada por la señora Bertha Marina Colorado, cuando la providencia de adjudicación aún no se encontraba ejecutoriada, y sin haberse presentado la prueba de la inscripción o registro de la misma, y que tal solicitud debió ser rechazada por extemporánea y por falta de los requisitos formales. 

 Que al momento de la oposición se argumentó y probó sumariamente que la posesión se inició en vida de los causantes la cual fue consentida especialmente por el señor Jesús María Colorado, por lo tanto no se trata de posesión por causa de muerte sino de posesión común; que a pesar de que el Artículo 614 del Código de Procedimiento Civil señala que no serán admitidas las oposiciones de los herederos, debe entenderse las fundadas en el derecho de herencia o en la vocación sucesoral; que la posesión es permitida en Colombia y no existe prohibición ni legal ni jurisprudencial que impida la concurrencia de las calidades de hijo y poseedor, por lo tanto no son incompatibles el derecho de posesión y el derecho o vocación hereditaria siempre que la posesión se inicie con anterioridad a la muerte del causante, además quienes ostentan la calidad de herederos están facultados para iniciar las acciones posesorias que tendría en vida del causante.

Señala el accionante que su posesión sobre el predio denominado “La Marqueza”, de propiedad de su padre, se ha mantenido por casi seis años, aún después de su muerte.

Aduce el accionante que sus derechos fundamentales al debido proceso, a la defensa y a la contradicción han sido vulnerados por parte del Juez Segundo Promiscuo Municipal de Belén, cuando sin ninguna motivación se negó a la practica de las pruebas decretadas, no se notificó la decisión, no se corrió traslado de la misma y no se permitió interponer los recursos pertinentes.
Aduce igualmente que a pesar de estar probado que se había iniciado proceso de prescripción adquisitiva de dominio, sobre el predio “LA MARQUEZA”, y de ser poseedor con anterioridad al derecho de herencia, según el juez accionando pierde esos derechos por adquirir la vocación sucesoral, porque según él, la posesión común y el derecho de herencia son incompatibles.
Expresa que a pesar de contar con otro mecanismo procesal de defensa como es el recurso de apelación, el mismo se concedió en el efecto devolutivo y mientras se tramita el recurso existe la gran posibilidad que las mejoras a que tienen derecho sobre el predio pluricitado desaparezcan causándole un daño irremediable.

VI. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

Avocado el conocimiento, se informó a la célula judicial accionada que allegó dentro del término concedido respuesta a la acción en los siguientes términos:

Expresa que admite la mayoría de los hechos expuestos en la demanda y aduce que no se han vulnerado los derechos fundamentales del accionante, toda vez que al accionante le fueron otorgadas todas las oportunidades y garantías procesales y legales dentro de la diligencia de entrega del inmueble.

Expresa que se dejó sin efecto el auto de 4 de junio de 2009, que decretó la practica de unos testimonios, con el propósito de que el señor Jesús Antonio Colorado determinara la calidad que alega en la diligencia, pero ya en la continuación de la diligencia de entrega, se decidió no dar trámite a la oposición planteada y no se decretó la práctica de las pruebas testimoniales, en consideración a que el actor ostenta la calidad de heredero lo cual le impide oponerse a la diligencia como lo ordena la Artículo 614 del Código de Procedimiento Civil.
 Solicita que sean desestimadas las pretensiones del accionante, con el argumento que no se cumplieron los requisitos establecidos por la jurisprudencia constitucional, para la procedencia de la acción de tutela frente a decisiones judiciales y que sea vinculada la señora Bertha Marina Colorado Calvo para que ejerza su derecho a la defensa ya que podría resultar afectada dentro de esta acción.

En atención a la respuesta otorgada por el señor Juez Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría y a la solicitud en ella elevada, se dispuso vincular a la señora BERTHA MARÍA COLORADO CALVO, quien dentro del término otorgado allegó escrito en los siguientes términos:
Manifiesta que admite algunos hechos formulados por el accionante, y solicita se declare improcedente la acción de tutela instaurada contra el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría por el señor Jesús Antonio Colorado Calvo, quien pretende por este medio hacer valer un derecho de posesión sobre un bien relicto, que no tiene, pues como lo expresa en su pronunciamiento sobre los hechos,  existen otras vías procesales para hacerlo efectivo, como es el proceso de pertenencia además tuvo la oportunidad de recurrir la decisión tomada por el despacho, objeto de este medio de protección constitucional haciendo uso de los recursos dispuestos por la ley para el efecto.

De otro lado, el día 25 de agosto de los corrientes, el accionante allegó escrito visible a folios 165 y s.s., en el que reitera lo expuesto en el escrito de tutela.
VII. CONSIDERACIONES.

1. Competencia para conocer de este asunto

De conformidad con el numeral 2° del artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, la competencia para conocer de las acciones de tutela que se dirijan contra un funcionario judicial debe repartirse al superior funcional del mismo.
En el presente asunto, el accionando es el Juez Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría, por lo tanto la tutela debió haber sido presentada ante el Juez Promiscuo del Circuito de esa Municipalidad por ser el respectivo superior funcional, no obstante lo anterior, la oficina de reparto de esta ciudad, la remitió a esta Corporación, quien en atención al contenido del auto N° 124 del 25 de marzo de 2009, con ponencia del Dr. Humberto Antonio Sierra Porto, optó por asumir el conocimiento de la misma a pesar de la competencia señalada por el Decreto 1382/00.
2. Problema Jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

a. ¿Se configura una vía de hecho y es procedente la acción de tutela para salvaguardar los derechos fundamentales al debido proceso, al derecho de defensa y contradicción, cuándo un funcionario judicial profiere una decisión a viva voz dentro de la respectiva audiencia y la misma resulta adversa a los intereses de quien a pesar de ello guarda silencio y por el contrario, continuó interviniendo en la audiencia?

La acción de tutela tiene como finalidad la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, consistiendo esa protección en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo.

Arguye el accionante la violación de sus derechos fundamentales al debido proceso, al derecho de defensa y contradicción, por parte del señor Juez Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría, con ocasión de la decisión adoptada en la diligencia de fecha 13 de agosto de 2009, mediante la cual dispuso dejar sin efectos el auto de fecha 04 de junio de 2009, que había decretado unas pruebas testimoniales por él solicitadas para probar los hechos en que funda la oposición a la entrega de los bienes adjudicados en el proceso de sucesión de los causantes Jesús María Colorado y Ubaldina Calvo de Colorado. 
Sobre la procedencia de la acción de tutela ha de manifestarse que por regla general esta acción no procede contra decisiones judiciales, salvo cuando el funcionario judicial desconoce o vulnera derechos de rango constitucional, pero la H. Corte Constitucional, ha determinado que para que sea procedente la acción de tutela contra providencias judiciales, por de vías de hecho, deben ser comprobados los siguientes requisitos
:

(i) Que la conducta del Juez carezca de fundamento legal.

(ii) Que la acción obedezca a la voluntad subjetiva de quien desempeña la autoridad judicial.

(iii) Que tenga como consecuencia la vulneración de los derechos fundamentales, de manera grave e inminente. 

(iv) Que no exista otra vía de defensa judicial, o que, existiendo, se interponga la acción como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, o que el examen particular que realice el juez de tutela verifique que la otra vía, en cuanto a su eficacia, no es la más adecuada para la protección inmediata del derecho fundamental violado o amenazado.


En el caso bajo examen -se itera-, el accionante alega la violación de sus derechos fundamentales por haberse dejado sin efecto el auto mediante el cual se decretaron pruebas testimoniales, sin sustentar o motivar siquiera sucintamente dicha decisión, ni notificarla, ni correr traslado de la misma y soslayando la oportunidad para recurrirla, pruebas a través de las cuales pretendía probar la calidad de poseedor material de una parte del inmueble rural denominado “La Marqueza”.

De acuerdo al material probatorio adosado al expediente y más concretamente de acuerdo al contenido de la diligencia de entrega (continuación) de los bienes adjudicados dentro de la sucesión de los causantes Jesús María Colorado y Ubaldina Calvo celebrada el día 13 de agosto de los corrientes, se puede observar que el señor Juez Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría, doctor Diego Fernando López Valencia, al momento de dejar sin efecto el auto del 04 de junio de 2009, motivó tal decisión manifestando de viva voz que lo hace “con el fin de requerir al apoderado del opositor para que (…) precise y concrete al juzgado cuál de las tres situaciones jurídicas que plantea el artículo 614 del C. de P. Civil , es la que pretende alegar y acreditar en este acto de la audiencia (…) con el fin de evitar desgastes procesales innecesarios para el despacho y los intervinientes”, que -se itera- fue adoptada en audiencia, además se dio lectura a las normas citadas por el funcionario, tal y como se hizo constar en la misma diligencia y por último se le concedió la palabra al apoderado del opositor para que se pronunciara frente a lo anterior. 

En uso de esa prerrogativa, el apoderado del actor lejos de atacar la decisión de dejar sin efectos el auto del 04 de junio de 2009, se concretó a explicar cuál de las tres situaciones jurídicas planteadas por el artículo 614 del C.P.C., manifestando que su oposición a la entrega la hacía en calidad de poseedor material.

El anterior recuento de lo ocurrido al inicio de la diligencia de entrega bienes dentro de la sucesión de los causantes Jesús María Colorado y Ubaldina Calvo, sirve para afirmar, contrario a lo expresado por el accionante en los hechos 5 y 15 del escrito de tutela, que la decisión del funcionario accionado fue motivada, pues se expresó sucintamente que era para evitar desgastes procesales innecesarios para el despacho y los intervinientes, se notificó porque al ser pronunciada dentro de una audiencia y a viva voz, se entiende notificada en estrados, con lo cual se ofrecen todas las garantías de publicidad y contradicción, pero además se corrió traslado de la misma, cuando se le concedió al apoderado el uso de la palabra, momento en el cual pudo hacer uso de los recursos respectivos.

Por lo visto, no se vislumbra en relación con lo que el accionante tilda como irregular, que efectivamente se haya presentado una vía de hecho en cabeza del señor Juez Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría, porque como se dilucidó en el párrafo antecedente, todos y cada uno de los cargos efectuados por el accionante en torno a la presunta vía de hecho, se quedaron nada más que en una expresión carente de veracidad al compararla con el contenido del acta del 13 de agosto de la presente anualidad que demuestra lo contrario.
Sin embargo, si en gracia de discusión se aceptara la configuración de una vía de hecho con ocasión de la decisión adoptada por el juez accionado en la diligencia del 13 de agosto del año avante, ha de advertirse igualmente que en aplicación del inciso final del artículo 140 de la codificación procesal civil, el opositor -hoy accionante- a través de su mandatario judicial continuó actuando e interviniendo dentro de la aludida diligencia con lo cual se entiende saneada y/o convalidada cualquier irregularidad.

Así las cosas, si el opositor consideró que con la decisión de negar la práctica de unas pruebas testimoniales veía menguada la posibilidad de salir airoso en la oposición formulada, debió interponer el respectivo recurso cuando el juez le concedió la oportunidad para pronunciarse frente a esa decisión, recurso que por tratarse de la negación de la practica de unas pruebas no era otro diferente que el de apelación, según el numeral 3° del artículo 351 del C. de P. Civil, pero omitió actuar de esa manera, prefiriendo realizar una extensa diferenciación entre la posesión efectiva de la herencia y la posesión común. 

No puede ahora el señor Jesús Antonio Colorado a través de este trámite procesal y endilgándole responsabilidad a un operador jurídico, tratar de remediar la omisión en que incurrió, omisión que inevitablemente le trajo consecuencias adversas a sus intereses, pues de no concebirse de esa forma, no se entendería por qué en este momento mediante el ejercicio de la acción de tutela busca que se declaren nulas o que se suspendan o se dejen sin efectos las decisiones adoptadas en la diligencia del 13 de agosto último, frente a las cuales tuvo todas las garantías procesales, especialmente la de publicidad para recurrirlas en apelación.


De acuerdo con lo anterior, al haber existido otro medio de defensa judicial como ya se anotó (recurso de apelación), fuerza a concluir que el accionante no cumplió con uno de los requisitos generales de procedibilidad de la acción – uso de otro mecanismo de defensa judicial-, lo que de suyo conlleva a denegar la protección implorada.


Y es que, una de las esenciales particularidades de esta acción, se encuentra en su carácter subsidiario, que no es otra cosa que la imposibilidad de que con esta vía se sustituyan las acciones judiciales establecidas por la ley.


Así lo ha decantado con suficiencia la jurisprudencia de la Corte Constitucional, resultando pertinente referir varios pronunciamientos sobre la materia:

“La tutela no es una figura que entorpece o duplica al sistema judicial consagrado en la Constitución y la ley, sino que está integrada como mecanismo subsidiario a las diferentes jurisdicciones. No se trata, entonces, de una vía expedita para la resolución de un conflicto o para la obtención de un determinado resultado, pues la subsidiariedad comporta el respeto a los medios de defensa judicial de carácter ordinario”
. (Negrillas para destacar).

Así mismo dijo la citada Corporación:

“Ha recalcado en su jurisprudencia esta Corporación que la acción de tutela no puede convertirse en un instrumento adicional o supletorio al cual se pueda acudir cuando se dejaron de ejercer los medios ordinarios de defensa dentro de la oportunidad legal, o cuando se ejercieron en forma extemporánea, o para tratar de obtener un pronunciamiento más rápido sin el agotamiento de las instancias ordinarias de la respectiva jurisdicción. Su naturaleza es la de ser un medio de defensa judicial subsidiario y residual que sólo opera cuando no existe otro instrumento de protección judicial, o cuando a pesar de existir, se invoca como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.


Ahora, debe precisarse que esta regla general tiene como excepción la procedencia de tutela bajos circunstancias especiales, como lo es la falta de idoneidad de la acción ordinaria o la ocurrencia de un perjuicio irremediable, casos en los que la tutela procedería en forma transitoria, pero en este caso, ni uno ni otro aspecto se cumplen porque el accionante se limitó a mencionar que tenía unas mejoras sin allegar prueba alguna y que existía una gran posibilidad de que desparecieran mientras se decidía el recurso, situación que por demás también cuenta con las acciones legales para reclamarlas.


Es suficiente lo hasta aquí mencionado para denegar el amparo solicitado.

Corolario de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución

VIII. RESUELVE

1. NO TUTELAR los derechos fundamentales invocados como vulnerados por el señor Jesús Antonio Colorado Calvo, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

2. Notifíquese la decisión por el medio más eficaz.

3. La presente sentencia puede impugnarse ante la H. Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación. 

4. En caso de no ser impugnado este fallo remítase junto con el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON

HERNAN MEJIA URIBE


FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria
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